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1. Introducción 

 

En las décadas de los setenta y ochenta asistimos a importantes transformaciones de las 

estructuras políticas y sociales que, entre otras consecuencias, reanimaron el debate en 

torno a la ciudadanía (cf. Benedicto y Morán, 2002: 5-7) e, indirectamente, promovieron 

el resurgir de un cierto pensamiento republicano. Frente a la “sobrecarga” del Estado del 

Bienestar, la nueva derecha abogó por reconceptualizar la noción de ciudadanía, 

reforzando su dimensión del deber. Labor que se desarrolló en oposición consciente con 

la vertiente opuesta, la referida a los derechos. Un Estado del Bienestar concebido como 

“paternalista” fue el acicate que movió, por su parte, a la izquierda hacia 

reivindicaciones similares (cf. Habermas, 1973 y 1992; Cohen y Arato, 1992: 25-26). 

 

Por otro lado, la propia dinámica de crecimiento económico, en especial la seguridad 

existencial a ella aparejada, promovieron el advenimiento de lo que Ronald Inglehart 
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(1997) dio en llamar “valores postmaterialistas”. Y con ellos, de la voluntad ciudadana 

(de parte de la ciudadanía, para ser más precisos) de participar en los asuntos públicos. 

A esto habría que añadir, asimismo, el nuevo escenario de complejidad que, desde la 

década de los ochenta, han venido diagnosticando las ciencias sociales. La reacción a tal 

diagnóstico ha alentado propuestas favorables a una mayor implicación ciudadana, 

entendida como estrategia para mejorar la gestión de este nuevo entorno descentralizado 

y conceptualmente inasible (cf. The World Bank, 1996). En suma, lo que se fue 

esbozando paulatinamente fue un escenario abonado para que la tradición republicana, 

que ya había encontrado un pávido renacer en la historiografía anglosajona, calase entre 

el público académico. 

 

En este trabajo, lo que nos ocupará será el republicanismo moderno y las posibilidades 

de su institucionalización en sociedades democráticas. Atravesadas por un conjunto 

heterogéneo de actitudes que, desde el cinismo político hasta la desconfianza hacia las 

instituciones públicas y las élites democráticas, ha sido recogido bajo el concepto de 

“desafección política” (Montero et al., 1998; Torcal y Montero, 2006). Será un reciente 

trabajo de Pedro Ibarra Güell (2008) el que constituya la base de nuestras reflexiones y 

el que nos haga pensar, al menos en lo referente al “espacio de gobernanza y de 

democracia local”, si existen arreglos institucionales que, de algún modo, nos 

aproximen al horizonte normativo que dibuja el republicanismo moderno.  

 

La respuesta provisional que aquí se ofrezca será afirmativa: sí existen tales arreglos 

institucionales. No obstante, para llegar a esta “conclusión” (insistamos: tentativa) 

debemos, primero, identificar los dilemas a los que se enfrenta la propuesta de una 

“democracia relacional” de Ibarra, para a partir de ellos, situarla adecuadamente dentro 

del proceso político, ajustar las exigencias normativas que sobre la misma podemos 

depositar y, finalmente, argumentar mediante el repaso a varios estudios de caso en 

favor de la misma. La argumentación se organizará, entonces, como sigue: se ofrecerán, 

en el próximo apartado (2), unas breves notas acerca del republicanismo moderno y sus 

diferencias con respecto a otras corrientes igualmente relevantes dentro de la filosofía 

política. Seguidamente, se esbozará la propuesta de una “democracia relacional” 

(apartado 3) y se expondrán los dilemas a los que se enfrenta (apartado 4). Éstos nos 

conducirán a ubicar, de modo algo más preciso, el modelo del politólogo vasco dentro 

del proceso político (apartado 5). A partir de aquí, se hará un repaso de las principales 
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observaciones empíricas que, aun sin ser concluyentes, sí permiten, al menos, ofrecer 

una respuesta afirmativa al interrogante que guía a este trabajo (apartado 6).     

 

2. El republicanismo moderno 

 

El republicanismo moderno nace de la revisión que autores como Bernard Bailyn 

(1967), Gordon S. Wood (1969) y J.G.A. Pocock (1975) realizaron de la revolución 

norteamericana; en particular, de aquella interpretación asentada por Louis Hartz 

(1955), según la cual la fuente filosófico-normativa de dicha revolución había de 

buscarse en el liberalismo lockeano. Esta aparición en el campo de la historiografía de 

una cierta tradición de pensamiento llevará luego, de la mano de autores como Quentin 

Skinner (1998) y Philip Pettit (1997), a su reelaboración a modo de discurso filosófico-

normativo. Se concebirá dicha reelaboración como alternativa al liberalismo 

hegemónico (cf. Ovejero Lucas, 2005: 104-106). Esta segunda versión del 

republicanismo moderno, la que aspira a definir un horizonte normativo diferente del 

liberal, será la que nos ocupe aquí.  

 

Dado el actual estado del asunto, se podría describir el republicanismo moderno como 

un espacio teórico nacido de la recepción selectiva de ideas provenientes de un canon de 

autores que engloba, como sus figuras más destacadas, a Aristóteles, Cicerón, 

Maquiavelo y Harrington. Que estamos ante una recepción selectiva de una cierta 

tradición filosófica no requiere mayor argumentación (cf. Rivero, 2005). Baste aducir, 

por ejemplo, que el republicanismo moderno no contempla la relación de dominación 

del hombre sobre la mujer como algo natural; Aristóteles, en cambio, sí. Se prefiere, 

verbigracia, al Maquiavelo de los Discorsi que al de Il Principe. Que se trata de un 

espacio, más que de una doctrina filosófica bien articulada y consensuada, también es 

un rasgo llamativo. Autores centrales del republicanismo moderno, tales como Pettit, 

Skinner o Susstein, no coinciden en la definición de conceptos tan caros a esta tradición 

como los de “libertad o “virtud cívica” (cf. Ovejero et al., 2004: 18-27). Tampoco es un 

asunto resuelto qué autores clasificar de “republicanos” y cuáles no. Si algunos ven, por 

ejemplo, a Rousseau, Habermas, Sandel o Kymlicka como republicanos (cf. Ovejero et 

al., 2004), otros, en cambio, no comparten tal opinión (cf. Vallespín, 1998: 157; 

Habermas, 1996: 231-246; Rosa, 2006) y prefieren situar el acento en las obras de 

Arendt, Lefort y Gauchet (cf. Brodocz y Schaal, 2006a y 2006b).  
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Todo esto implica, como se sostuvo, que no estamos ante una doctrina filosófica 

consensuada; y si bien puede que ninguna corriente relevante para la actual filosofía 

política lo sea, en el caso del republicanismo este hecho se muestra con inusitada 

nitidez. Este punto no obliga, empero, a colegir que no exista un campo más o menos 

común de inquietudes y afinidades entre los autores republicanos. Se interesan por la 

“virtud cívica”, es decir, por un “mínimo” (Giner, 2006) compromiso con lo público y 

unas “mínimas” habilidades para lidiar con los asuntos comunes. Les anima la búsqueda 

de alguna forma de libertad que no sea concebida, prioritariamente, dentro de los 

estrechos marcos de su concepción negativa, es decir, como no-injerencia. Les preocupa 

la fraternidad y la solidaridad, pensadas en contraposición al homo oeconomicus. 

Aspiran a la consecución de alguna forma de autogobierno ciudadano que no se limite, 

meramente, a la elección entre élites en competencia; y persiguen la definición y la 

promoción del bien común. En suma, el republicanismo moderno se interesa, como 

Iseult Honohan (2005: 162) ha definido en acertada síntesis, por “el problema de la 

libertad entre seres humanos necesariamente interdependientes”.  

 

Con respecto a las teorías libertarias, es el énfasis republicano en la responsabilidad 

individual para con el bien común lo que diferenciaría ambas corrientes (Honohan, 

2005: 163). Su concepción de la comunidad política como, efectivamente, producto 

político situaría al republicanismo fuera del comunitarismo (Ibíd.). Por último, su mayor 

acento en la libertad positiva y en el compromiso cívico que deberíamos exigir a la 

ciudadanía lo colocarían, netamente, al margen del liberalismo (Ovejero Lucas, 2005). 

En todos los casos, el republicanismo no consiste en una negación tajante de los valores 

defendidos por cada una de estas corrientes normativas. Más bien, los reformula 

parcialmente o, con mayor frecuencia, les concede acentos diversos.    

 

3. La institucionalización del republicanismo: la democracia relacional 

 

La noción de democracia relacional, tal y como ha sido desarrollada por Ibarra (2008), 

pretende en primer lugar ofrecer un modelo analítico. Su objetivo no es otro que servir 

de herramienta con la que explorar el grado de democratización de un sistema político. 

No obstante, dado el trasfondo normativo de la propuesta, consideramos que, además de 

un modelo para el análisis, el autor nos está ofreciendo un horizonte de referencia; de 



 5 

especial relevancia en este contexto, en cuanto que reconduce hacia elementos concretos 

el imaginario del republicanismo moderno. Visto desde este ángulo, el modelo de 

democracia relacional aspira no sólo a maximizar las posibilidades de que el ejercicio 

fáctico del poder quede, efectivamente, anclado a la soberanía popular, sino que 

adicionalmente trata de promover el tránsito desde el actual escenario de desafección 

política hacia otro regido por mayores cotas de virtud cívica. Tal transformación se 

alcanzaría —y sobre esto volveremos más adelante— mediante arreglos institucionales 

que despertarían el interés por lo público y avivarían la voluntad de participación 

política.  

 

El diseño institucional del politólogo vasco pretende, en esencia, reconectar el ejercicio 

del poder con la soberanía popular. Y persigue tal objetivo, diseñando ciertos arreglos 

institucionales que deberían, en su conjunto, si no garantizar, al menos sí maximizar las 

probabilidades de que, en último efecto, las decisiones institucionales fuesen fiel reflejo 

de la voluntad ciudadana. Ibarra (2008: 34-48) distingue cuatro espacios públicos de 

deliberación. A saber, aquél configurado por los procesos electorales; el que denomina 

espacio social de movilización; el espacio de gobernanza y democracia local; y el 

espacio mediático. Añade, asimismo, que a estos cuatro espacios les exige que se vean 

informados, siquiera tendencialmente, por los principios anexos al concepto de 

deliberación, esto es, inclusividad y apertura de los foros, un mínimo de simetría entre 

los participantes, formas de argumentación pública, es decir, que contemplen el interés 

general o, cuando menos, los intereses generalizables, etcétera. Por motivos de espacio, 

aquí nos ocupará, primordialmente, el tercero, el de la gobernanza y democracia local.   

 

Con esta expresión Ibarra está aludiendo a aquellos mecanismos institucionales, en su 

mayoría de nuevo cuño, que han ido implantándose en el ámbito municipal y que 

persiguen dar voz, en grados diversos, a los vecinos y agentes sociales residentes en, o 

concernidos por, los ámbitos territoriales que en cada caso sean de referencia. Alude 

tanto a arreglos institucionales más convencionales como los consejos sectoriales, como 

sobre todo a mecanismos más novedosos, tales que las agendas locales 21, los planes 

comunitarios o los presupuestos participativos (cf. Brugué, Font y Gomà, 2003; Blanco 

y Gomà, 2002). En cualquier caso, en cuanto que lo que se persigue es la 

institucionalización del ideal republicano, Ibarra (2008: 203) fija unos requisitos 

mínimos para estos mecanismos, por debajo de los cuales carecerían de todo valor en 
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tanto que instituciones republicanas. Tales mínimos serían (1) la eliminación del 

pluralismo, es decir, la cooptación por parte de la institución responsable de aquellos 

agentes sociales que le son próximos; y, por tanto, la sistemática exclusión de otros 

intereses. (2) La ausencia de deliberación; esto es, dichos espacios carecerían de todo 

valor cuando se redujesen, únicamente, a foros de oyentes, instrumentalizados por la 

institución competente para anunciar, y sólo para esto, sus políticas públicas. (3) La 

inexistencia de impacto sobre la institución; en otros términos, los mecanismos de 

participación local serían inservibles como instituciones republicanas, si resultasen 

meros adornos que la institución competente pudiese ignorar. A partir de estos mínimos, 

obviamente, el grado de profundización democrática que tales mecanismos pudiesen 

alcanzar sería variable. 

 

4. Dilemas de la democracia relacional 

 

Existen, no obstante, una serie de dilemas con los que la democracia relacional debe 

lidiar, si pretende resultar convincente. El primero surge de la tensión existente entre el 

ideal de participación igualitaria y el de deliberación (cf. Cohen y Fung, 2004: 170). 

Efectivamente, cuanto más costosa, especialmente en términos de tiempo y esfuerzo, es 

una práctica participativa —y la deliberación, sin duda, lo es—, con mayor insidia le 

afectan las desigualdades sociales y menos abierta está a que todos puedan hacer uso de 

la misma (cf. Anduiza y Bosch, 2004: 54 y 59). En este sentido, se ha acusado de 

“aristocrática” a la democracia participativa (Cohen y Arato, 1992: 412), queriendo 

decir con esto no solamente que muchas personas podrían no querer participar más 

activamente en la vida pública (cf. Arias Maldonado, 2007: 49), sino que no todas, 

aunque quisieran, podrían hacerlo; debido a las desigualdades socioeconómicas 

preexistentes, pero también a los propios límites impuestos por la deliberación (que 

exige grupos relativamente reducidos).  

 

En el caso de la democracia relacional, dada la presencia frecuente del tejido asociativo 

en los espacios de gobernanza y de democracia local, el escenario se complica aún más. 

Como ha señalado Charles W. Anderson (1977: 137), ninguna política pública puede 

ser legitimada en virtud, sin más, de la participación de asociaciones ciudadanas en la 

vida pública. Tal objeción se explica a la luz de dos problemas interconectados. De un 

lado, no todos los intereses se encuentran presentes en la vida asociativa ni poseen 
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recursos similares para su promoción. Del otro, las asociaciones no son responsables 

(accountable) ante el conjunto de la ciudadanía, sino únicamente ante sus miembros. La 

no-responsabilidad y la ausencia de igualdad es lo que, en último término, mina la 

capacidad de las asociaciones para conceder legitimidad a las decisiones surgidas de los 

espacios de gobernanza y de democracia local.  

 

La situación, además, no puede ser salvada mediante la intervención correctiva del 

Estado. Como argumenta Anderson (1977: 138), se podría imaginar que las 

instituciones competentes tomasen medidas para escuchar a los grupos de interés, 

corregir las asimetrías, fomentar la organización de nuevos grupos y la presencia de 

nuevos intereses en la esfera pública, promover su participación en los espacios de 

gobernanza y de democracia local. Sin embargo, tal esfuerzo debería ser, a todas luces, 

o muy rudimentario, incapaz de diseñar un modelo de representación de intereses que 

fuese fuente de legitimidad democrática; o paradójico, pues la intervención estatal 

adquiría tal calibre, que estaría socavando la espontaneidad social sobre la que se 

construye, desde el punto de vista normativo, la vida democrática. Por esta vía nos 

alejaríamos paulatinamente de un modelo de soberanía popular construido desde 

“abajo”, desde la propia ciudadanía, para transitar hacia otro programado desde 

“arriba”, es decir, desde las instituciones políticas. 

 

Lo comentado acerca de la propia naturaleza de las asociaciones voluntarias, que 

primordialmente rinden cuentas ante sus propios miembros, no ante el conjunto de la 

ciudadanía, pone de relieve, si se tira de esta veta, un segundo dilema. El horizonte 

normativo dibujado por el republicanismo moderno implica el autogobierno ciudadano, 

es decir, la soberanía popular, y esto a su vez supone poder intervenir tanto en la 

elaboración de la agenda pública y la formulación de políticas públicas, como también 

en la implementación de dichas políticas, en su evaluación y revisión. Brevemente, en 

todas las fases de desarrollo de una política pública, pues en todas ellas, esto es, en cada 

una de las fases, se toman decisiones que comprometen el ideal de autogobierno 

ciudadano. Lo que el horizonte republicano exigiría, en consecuencia, sería una mayor 

imbricación de la ciudadanía y del tejido asociativo en la gobernanza local; algo que la 

propuesta de Ibarra reconoce e integra en su modelo. A este tipo de participación aluden 

Chambers y Kopstein (2006: 374-375) cuando hablan de “sociedad civil en asociación 

con el Estado”. Su certero argumento es que, “al asumir funciones del Estado, la 
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sociedad civil puede empezar a actuar como el Estado y a parecerse a él” (Chambers y 

Kopstein, 2006: 375). En efecto, el neocorporativismo ya ha dado muestras de este 

peligro; en cualquier caso, en lo que concierne a la tendencia de ciertos actores sociales 

a autonomizarse y a desarrollar intereses endógenos, esto es, exclusivos de la 

organización como tal (cf. Steeck y Schmitter, 1985). La capacidad de la sociedad civil 

para controlar la actividad estatal podría quedar menoscabada si persistiesen, de manera 

estable, fuertes lazos de imbricación con la función de gobierno.  

 

Finalmente, el modelo de democracia relacional afronta un tercer dilema. El espíritu que 

anima a Ibarra se sitúa en la misma línea que aquellas propuestas teóricas que abogaban 

por reforzar el espacio de la sociedad civil como el locus de la democracia (cf. Cohen y 

Arato, 1992; Edwards, 2004; Keane, 1988). Reforzarlo, en primer lugar, frente a las 

injerencias del mercado y de la burocracia y, en segundo lugar, abrir cauces para invertir 

la relación de fuerzas. Es decir, para promover el control democrático (i.e. por parte de 

la sociedad civil) de la economía y del Estado burocratizado. Para ser precisos, la 

propuesta de Ibarra se esfuerza, sobre todo, por conseguir que las instituciones estatales, 

esto es, lo que convencionalmente denominaríamos el poder político, sean recuperadas 

por la ciudadanía. Interesa resaltar, ahora, los juicios de valor que subyacen a esta 

propuesta, si bien tendencialmente. Sin forzar mucho las cosas, la idea de fondo sería 

que el problema reside en la burocratización y en la autonomización del Estado; en 

especial en la desvinculación entre líderes políticos y ciudadanía. La solución, por el 

contrario, se hallaría en la sociedad civil y en la recuperación de los resortes del poder 

político.   

 

Este argumento desatiende, sin embargo, que junto a una sociedad civil contemplada 

con lentes neo-tocquevilleanas existe una “sociedad civil mala” (bad civil society) 

(Chambers y Kopstein, 2006: 373). Es Jeffrey C. Alexander (1993) quien, en su reseña 

de la obra de Cohen y Arato (1992), mejor ha formulado esta objeción. De acuerdo al 

sociólogo norteamericano, ambigüedades de hondo calado recorrerían los discursos que 

estructuran toda sociedad civil y que constituyen la fuente de la solidaridad que en ella 

habita. De acuerdo a Alexander, lo Otro del Bien, de la Razón o de lo Razonable, es 

decir, lo Otro de los discursos presentes en la sociedad civil y que cuentan con potencial 

emancipatorio, presuponen necesariamente contraimágenes del Mal, lo Irracional o lo 

Irrazonable, siempre prestas a ser atribuidas a otros grupos sociales. En fin, la 
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exclusión, el rechazo y la hostilidad se revelan —para Alexander— como constitutivos 

también de la sociedad civil. Ésta sería, entonces, más bien un juego entre lo cívico 

(universalista, incluyente) y lo incívico (particularista, excluyente). O en otros términos, 

los peligros que afronta el civismo no se situarían únicamente en la “colonización 

sistémica del mundo de la vida” (cf. Habermas, 1981), sino que el mundo de la vida, 

encarnado en la sociedad civil, encerraría irremediablemente sus propios monstruos. La 

soberanía popular puede degenerar, como insistentemente ha señalado la tradición 

liberal (cf. Mill, 1859: 151-176), en formas de opresión que, no por provenir de la 

mayoría, por cualificada que ésta sea, dejan de ser condenables. 

 

5. La democracia relacional en el proceso político 

 

Tomarse en serio la crítica al carácter “aristocrático” de la participación exige 

recontextualizar el modelo de democracia relacional. Siendo realistas —y en esto, 

debemos conceder la razón a los críticos— niveles elevados de participación ciudadana 

no pueden ser actualmente mantenidos en el tiempo (cf. Eder, 2000: 231). Ni siquiera a 

través de una pluralidad de canales, tal y como sugiere el modelo de democracia 

relacional. Resulta pertinente, en consecuencia, precisar mejor en qué momento del 

proceso democrático se podría insertar la propuesta de Ibarra, para que fuese 

normativamente aceptable.  

 

La teoría democrática ha diferenciado dos ciclos (Kreislauf) de poder (Habermas, 1992: 

429-435). Si el ciclo oficial y normativamente más recto se caracteriza por un tipo de 

comunicación que va desde las instancias sociales hacia las instituciones públicas y de 

éstas, en forma de outputs políticos, de vuelta a las instancias sociales, todo esto bañado 

de procesos deliberativos en espacios abiertos e inclusivos, el modo de operación 

rutinario, más desencantado y empíricamente más plausible, atiende a la sobrecarga de 

complejidad que el ciclo oficial impone sobre el sistema político. En el ciclo rutinario, 

por tanto, el precitado sistema tiende a autonomizarse, esto es, a aislarse de lo social y 

de sus demandas. Las políticas públicas emergen no tanto del ágora, como de los 

despachos de funcionarios públicos y de burócratas de partido; interesados no tanto en 

el interés general, como en asuntos partidistas o de pura promoción profesional. Es el 

marketing político, finalmente, el que sustituye a la práctica deliberativa.  

 



 10 

Dado el reconocimiento de la virtud inherente a este ciclo rutinario, a saber, su 

capacidad para resolver asuntos cotidianos sin sobrecargar el sistema político, la 

exigencia normativa que se proyecta sobre el mismo ya no es idéntica a la que se 

deposita sobre el modelo oficial. Desde el punto de vista normativo, los aspectos 

relevantes son ahora las relaciones de poder que se instauran en un modo de 

funcionamiento como el rutinario, con vistas a precisar si desde el interior del mismo 

fuese posible, en caso de que las circunstancias o el tema tratado así lo aconsejasen, 

transmutar este ciclo de funcionamiento en el oficial.  

 

En este contexto y reconociendo, entonces, las condiciones de partida de las sociedades 

modernas, y por tanto las limitaciones que éstas imponen a la participación política, el 

modelo de democracia relacional, al menos en lo que concierne al espacio de 

gobernanza y democracia local, debe entenderse ante todo como una propuesta de 

profundización democrática en el modo de operación rutinario. Su virtud central es, en 

suma, abrir vías para facilitar el tránsito, si las circunstancias así lo exigiesen, desde el 

modo de operación rutinario al oficial. La propuesta de Ibarra, al situar a la sociedad y, 

con ella, la soberanía popular de nuevo en el centro de la vida democrática, incluso en 

esta lectura pávida que se propone, trata de evitar “el peligro de descarrilamiento 

autoritario” siempre presente en las democracias liberales, en la que “mecanismos 

corporativos cerrados” y anquilosados tienden a bloquear “la articulación de situaciones 

problemáticas históricamente nuevas” (Dubiel, 1994: 117). La democracia relacional, 

dicho brevemente, sujetaría la tendencia hacia la autonomización del sistema político. 

 

Sin embargo, de los dos dilemas mencionas en último lugar se desprende que el modelo 

de Ibarra, pese a su recontextualización en el ciclo político, no queda libre de 

problemas. Se lo ha hecho teórica y normativamente más plausible, pero de ningún 

modo se ha garantizado que un diseño institucional como el de la democracia relacional 

no esté presto a alguna forma de “descarrilamiento autoritario”. Bien fuese porque 

espacios de la sociedad civil comenzasen, como se sugirió más arriba, a parecerse cada 

vez más al Estado y a actuar como éste, autonomizándose en el proceso; bien porque en 

un determinado demos sus vicios pesasen más que sus virtudes. En ambos casos, lo que 

cabe resaltar es aquel elemento que el republicanismo moderno ha subrayado con 

insistencia: la importancia de la virtud como soporte de la democracia. Virtud de los 

actores colectivos para permanecer anclados a lo social y resistir las tentaciones del 
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poder; y virtud del demos, de los ciudadanos y de sus asociaciones, para que la 

democracia no degenere en tiranía de la mayoría.  

 

De estas reflexiones se deducen los siguientes aspectos, mutuamente entrelazados. 

Según el impacto de la propuesta de Ibarra sobre los mismos, se podrá juzgar, a la luz 

de los dilemas latentes y de las exigencias normativas redefinidas de acuerdo a los 

imperativos del ciclo rutinario del poder, si la misma resulta un modelo apropiado para 

la institucionalización del horizonte normativo (redefinido) que se deduce del 

republicanismo moderno:  

 

� En primer lugar, el modelo de democracia relacional deberá ser juzgado por su 

capacidad para fomentar la virtud cívica. Si, en efecto, ésta ocupa un lugar tan 

destacado dentro de todo el proceso democrático, el diseño institucional 

propuesto por Ibarra no podrá desatender los efectos que conlleve sobre la 

misma. Más concretamente, son tres los elementos “virtuosos” que habría que 

considerar: 

 

i) La capacidad de los espacios de gobernanza y democracia local para 

fomentar el interés por los asuntos públicos y, sobre todo, una mayor 

predisposición actitudinal a implicarse en los mismos. El argumento de 

fondo es que una mayor participación política significa un reforzamiento 

de la publicidad y, por tanto, acrecentar la capacidad de control 

ciudadano de la actividad política, lo que coadyuva a prevenir procesos 

de autonomización institucional y del tejido asociativo y determinadas 

formas (no populistas) de descarrilamiento autoritario. 

ii) La facultad de los espacios de democracia local para proveerse de un tipo 

de participación no proclive a degenerar en manifestaciones populistas o, 

más generalmente, en formas de tiranía de la mayoría. Dado que la 

institucionalización de los derechos liberales ha servido, 

tradicionalmente, para proteger a las minorías y al individuo de los 

fenómenos precitados (y podemos dar por sentado que tales derechos 

permanecerán como una fuente de garantía), la exigencia ahora planteada 

se traduce, en los espacios de gobernanza y democracia local, en que 

éstos sean capaces de promover procesos deliberativos genuinos, es 
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decir, regidos por el principio del mejor argumento. Formulado 

negativamente, procesos no distorsionados por dinámicas sociales 

soterradas y/o comportamientos discriminatorios. La propuesta de Ibarra, 

en suma, descansa sobre las facultades (virtudes) de los ciudadanos para 

tomar parte en procesos deliberativos auténticos. 

iii) La capacidad de estos espacios para implicar al tejido asociativo sin por 

ello exacerbar las desigualdades sociales ni generar estructuras de 

incentivos que desvirtúen toda espontaneidad social o que fomenten la 

autonomización de las asociaciones respecto de sus bases sociales. En 

pocas palabras, el modelo del politólogo vasco debería garantizar la 

virtud, en este caso, de los actores colectivos organizados (i.e. su 

disposición a representar, articular y agregar intereses sociales surgidos 

de modo aceptablemente espontáneos) y mantener las asimetrías entre los 

intereses organizados dentro de lo tolerable por un régimen democrático. 

 

� La democracia relacional debe probar, asimismo, que se adecua a las exigencias 

normativas que el ciclo rutinario del poder le impone; debe demostrar, ante todo, 

que no mina sustancialmente la eficacia ni la eficiencia del sistema político y, 

además, que instituye dinámicas que facilitan la transmutación del ciclo rutinario 

al ciclo oficial de poder. 

 

Como se sostuvo, los rendimientos de la democracia relacional en torno a estos aspectos 

determinarán si la misma constituye, en efecto, un adecuado modelo de 

institucionalización del horizonte normativo republicano. Probar que posee las 

capacidades enumeradas supondrá, en otras palabras, que la propuesta de Ibarra se sitúa 

a la altura de las exigencias normativas que se autoimpone, sin caer en las derivas 

negativas de cada uno de los dilemas comentados. Conviene, llegados a este punto, 

atender a diversos trabajos empíricos. 

 

6. La profundización democrática: razones para el optimismo 

  

La investigación empírica nos obliga a conceder que deliberación y participación no 

son, como a veces se ha pensado (Ibarra, por cierto, no lo hace), la panacea para 

cualquier mal. Pero tampoco resultan superfluas. Vivien Lowndes et al. (2001: 212-
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213), por ejemplo, han hecho notar los siguientes problemas ligados a los espacios de 

gobernanza y de democracia local: la falta de realismo de los ciudadanos, que no 

atienden a limitaciones financieras ni legales; la ralentización de los procesos de 

elaboración de políticas públicas, ya de por sí suficientemente burocratizados; la 

elevación de los costes monetarios y temporales, sin ningún beneficio aparente derivado 

de la participación ciudadana; la deriva populista de algunas experiencias de 

participación y su falta de representatividad; el parroquialismo y la trivialidad de los 

temas que centran el debate en ciertas experiencias de participación, que no sólo hace 

perder el tiempo a los ciudadanos, sino también a los cargos públicos (que deberían 

haber estado ocupados en asuntos de mayor relevancia); y la crispación emanada de 

algunos procesos participativos, que no sólo no solucionaron problemas, sino que 

agravaron el enfrentamiento.  

 

De modo similar, Ismael Blanco y Ricard Gomà (2002: 35-36) han puesto de relieve 

lacras como la existencia de una “[p]articipación reducida y poco pluralista”, que tiende 

a “ubicarnos en un escenario renovado de concertación entre élites políticas y sociales, 

con rendimientos limitados en el plano de la funcionalidad y con un impacto neutro o 

negativo en el ámbito de la legitimidad democrática”; la presencia de una 

“[t]ransversalidad limitada y [de] nuevas segmentaciones”, lo que disminuye el abanico 

de actores interesados en participar en los distintos mecanismos o procesos; el excesivo 

“gerencialismo”, es decir, se produce un “predominio significativo de los actores 

institucionales”, asunto que “provoca resistencias y desconfianzas y, en último término, 

un alejamiento y una desimplicación de los actores sociales”; la existencia de 

“[d]ificultades de traducción de acuerdos y objetivos en acciones y prácticas”, por 

desconocimiento de “los recursos organizativos y presupuestarios” y por la aprobación 

de “Cartas a los Reyes Magos”, esto es, la aprobación de resoluciones bienintencionadas 

y demasiado genéricas para una política pública.  

 

Las derivas populistas, la falta de representatividad, el escaso interés que algunos 

mecanismos de participación ciudadana despiertan y el gerencialismo, como los 

aspectos más relevantes, socavarían el potencial de la democracia relacional para actuar 

como transmutador del ciclo de poder. La aprobación de “Cartas a los Reyes Magos”, la 

ralentización de los procesos de elaboración de políticas públicas o la trivialidad de los 

temas que centran el debate ciudadano, entre otros asuntos, minarían, por su parte, la 
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eficacia y eficiencia rutinaria del sistema político. Sin embargo, problemas como éstos, 

que nos conducirían, de ser generalizados, a abandonar el proyecto de una democracia 

relacional, no fuerzan, dada su extensión, a rechazarla de plano. Para Blanco y Gomà 

(2002: 34), las lacras mencionadas constituyen “oportunidades de superación y de 

mejora de la governance participativa y de proximidad”. Para Lowndes et al., del 

mismo modo, se trata de retos que deben ser confrontados, pero que de ningún modo 

nos han de hacer desfallecer. Si el 35 % de las autoridades locales encuestadas en el 

trabajo refrenciado ofrecían una valoración negativa de los espacios de gobernanza y 

democracia local, los dos tercios restantes dibujaban la imagen contraria; es decir, 

mayoritariamente positiva. Así las cosas, y dada la relativa novedad de experiencias 

próximas al modelo propuesto por Ibarra, estudios como los citados son ciertamente 

esperanzadores. Es probable que los problemas de los espacios de gobernanza y 

democracia local constituyan, según estos datos, parte de un proceso normal de 

aprendizaje colectivo y no, resultados que se deriven del carácter desatinado de la 

propia representación conceptual de estos espacios. Pues en este último supuesto cabría 

esperar resultados peores que los que la investigación empírica ha revelado. 

 

Los deliberative polls de Fishkin, por su parte, ofrecen no sólo mayor aliento a la 

democracia relacional, sino pistas para su correcta implementación y, en este sentido, 

para continuar el aludido proceso de aprendizaje colectivo. Han demostrado que, en 

efecto, los procesos deliberativos son capaces de transformar los prejuicios ciudadanos, 

y de hacerlo, además, de modo persistente (Ackerman y Fishkin, 2004: 51-53); de 

fomentar la preocupación de los participantes por el bien común y los intereses 

generalizables, promoviendo que los ciudadanos amplíen la perspectiva desde la que 

contemplan los asuntos públicos (Ackerman y Fishkin, 2004: 55-56) y han revelado, 

finalmente, que los asistentes perciben su participación como un ejercicio placentero 

(Ackerman y Fishkin, 2004: 59). En este sentido, los deliberative polls ofrecen razones 

para creer que la implicación ciudadana en procesos deliberativos es potencialmente 

capaz de generar un mayor interés por lo público y una mayor participación política; 

cuando menos, participación de un cierto tipo (aquélla, al menos, que se ha 

experimentado como satisfactoria). En tanto que capaces de transformar de modo 

estable los prejuicios ciudadanos y de ensanchar las perspectivas de los participantes, 

promoviendo no sólo que éstos consideren más puntos de vista que el propio, sino que 

se interesen —parece que genuinamente— por el bien de colectivos previamente 
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excluidos del Nosotros de referencia, los deliberative polls conceden que podamos 

confiar en que los espacios de gobernanza y democracia local sean capaces de eludir, las 

más de las veces, su deriva hacia alguna forma de tiranía de la mayoría. Y que se eluda, 

además, no sólo por la existencia de determinados derechos legalmente reconocidos que 

imponen límites infranqueables a la soberanía, sino porque la propia voluntad colectiva 

que emerja de la deliberación ya haya interiorizado la necesidad de respetar ciertos 

puntos de vista (minorizados) y/o determinados intereses (también en minoría).  

 

Bien mirado, el éxito de las encuestas deliberativas radica tanto en la existencia de 

procesos de deliberación, como en la planificación de los mismos. El diseño de estos 

cuasi-experimentos ha sido pensado, en buena medida, para controlar aquellas 

dinámicas sociales (digamos, la propensión a la conformidad con el grupo, por ejemplo) 

que empobrecen la deliberación (Mendelberg, 2002). Se aprecia en ellos un notable 

esfuerzo por repartir información no sesgada acerca del tema a debatir, es decir, 

información que contenga todos los puntos de vista, y por conseguir que todos los 

puntos de vista, los más relevantes al menos, sean escuchados. En este sentido, parte del 

éxito de estas experiencias participativas radica en que combinan la selección de una 

muestra representativa de participantes y el esfuerzo por garantizar que todos los 

enfoques relevantes estén presentes durante el debate. Es Bernard Manin (2004: 190) 

quien ha subrayado la singularidad de esto último. La interacción comunicativa cuenta, 

pero también la exposición de los participantes a una pluralidad de puntos de vista 

discordantes (cf. Manin, 2004: 190-191). En los espacios de gobernanza y de 

democracia local, la formación discursiva de la opinión colectiva no puede dejarse, 

como sucede en la esfera pública, al albur de la interacción comunicativa más o menos 

espontánea. Requiere, según nos indican los cuasi-experimentos de Fishkin, de una 

actividad previa de planificación; encaminada no sólo a garantizar la representatividad 

de los participantes, sino también la exposición (ya sea “artificialmente”, mediante la 

presencia de expertos) de los diversos puntos de vista que puedan existir sobre un tema. 

 

Los presupuestos participativos de Porto Alegre ofrecen otra experiencia participativa 

que invita al optimismo. Demuestran que los procesos deliberativos no sólo consiguen 

corregir las desigualdades con las que los participantes entran en el debate, en especial 

las relacionadas con el nivel educativo y la competencia comunicativa (Baiocchi, 2001: 

50), sino que permiten disminuir, además, las desigualdades sociales de la población 



 16 

(Baiocchi, 2001: 48). En fin, tales procesos no funcionan necesariamente como cancha 

para la promoción de los intereses sociales mejor organizados y, sobre todo, con más 

recursos, sino que permiten, al contrario, dar voz y poder decisorio a sectores sociales 

hasta ahora desfavorecidos. 

 

Más aún, la experiencia de Porto Alegre enseña que, en efecto, la propia práctica 

deliberativa hace de escuela donde aprender a deliberar y fomentar una serie de virtudes 

cívicas vitales para la democracia: atender al interés general, considerar argumentos 

contrarios a los de uno y aprender a revisar las propias opiniones, entre otras (Baiocchi, 

2002: 55-59). Baiocchi (2002: 53), sin embargo, insiste en la importancia de una 

estrategia pedagógica paralela como complemento al propio ejercicio de la deliberación 

pública. “El componente didáctico [paralelo] es una de las características destacadas de 

los Presupuestos Participativos y nos alerta del hecho de que mientras las personas 

pueden aprender ‘naturalmente’ de la asistencia de las reuniones deliberativas, los 

rasgos del contexto pueden hacer que el aprendizaje se encuentre más o menos a 

disposición de todos” (Ibíd.). 

 

Los Presupuestos Participativos, por otro lado, no sólo han coadyuvado a revitalizar el 

tejido asociativo, sino que, además, han restado fuerza a las tendencias corporativistas 

de la participación; esto es, al peligro siempre presente de que la participación en los 

resortes institucionalizados del poder produzca una autonomización de los actores 

colectivos respecto de sus bases vitales. Tal logro se ha alcanzado, por lo demás, sin 

intervenir directamente sobre el tejido asociativo, sino disminuyendo los “costes”, en 

sentido lato, para la formación de nuevas asociaciones de modo tal, que las 

desigualdades de partida tendiesen a ser irrelevantes.  

 

Porto Alegre ilustra, finalmente, que un proceso deliberativo puede ser eficaz y 

eficiente. Al menos, hasta tal punto que sea capaz de ganarse la satisfacción de sus 

ciudadanos (Baiocchi, 2002: 61).  

 

Por último, otras experiencias (Ibarra, 2010), acaso no tan excitantes como las 

anteriores, han demostrado que los procesos participativos, incluso cuando no se 

generan por invitación de la institución competente, pueden constituir una aceptable 

institucionalización del programa político defendido por el republicanismo moderno. 
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Estos casos, reseñados por el propio Ibarra, ponen de manifiesto la importancia de que 

exista en las experiencias participativas un liderazgo claro, ya sea protagonizado por la 

institución competente o por otro actor social. Frecuentemente, alguna asociación o red 

de actores que actúa como primus inter pares. Reencontramos aquí una idea ya sugerida 

tácitamente al atender a las encuestas deliberativas de Fishkin; la necesidad de algún 

tipo de liderazgo que coordine el proceso participativo, cuyas probabilidades de éxito 

merman drásticamente cuando se abandonan a la interacción relativamente espontánea 

entre los participantes. Precisamente, en el estudio reseñado, era la existencia de un 

claro liderazgo social lo que explicaba el éxito de los procesos participativos, cuando 

éstos eran irruptivos. Bajo estas condiciones, procesos participativos no organizados por 

la institución local pudieron forzar a ésta a plegarse a la voluntad que de tales procesos 

emanaba. Este poder de la sociedad civil permite mostrar, cuando menos, un atisbo de 

optimismo con referencia a su capacidad para trocar el ciclo de funcionamiento rutinario 

del sistema político en su ciclo oficial, aun cuando se enquisten actitudes autoritarias en 

instituciones nominalmente democráticas. 

 

La evidencia empírica es, en fin, escasa, dispersa y, ciertamente, poco concluyente. La 

que se ha ofrecido aquí resulta, más aún, sesgada. Con certeza, un problema de la 

argumentación expuesta es que ésta ha recurrido no sólo a estudios con cierto afán de 

sistematización (los de Lowndes et al., Blanco y Gomà), sino también a experiencias 

puntuales y disímiles (las encuestas deliberativas de Fishkin, los presupuestos 

participativos de Porto Alegre y varios casos en el País Vasco y Navarra, reseñados por 

Ibarra). Acaecen, todas ellas, en contextos dispares y destacan aspectos diversos que un 

espacio de gobernanza y democracia local que se pretenda institucionalización del 

horizonte normativo republicano debería poder integrar. Ha quedado sin aclarar bajo 

qué condiciones específicas pueden funcionar experiencias participativas como las 

citadas. Tampoco se ha demostrado que las mismas puedan ser articuladas de modo 

complementario en un mismo espacio de gobernanza y democracia local.  

 

Pero la evidencia empírica ha ofrecido razones para juzgar la profundización 

democrática, de acuerdo a los ideales de un republicanismo moderno pensado en el 

contexto del modo de operación rutinario del sistema político, como una tarea 

verosímil. Los espacios de gobernanza y democracia local, tal y como los imagina la 

democracia relacional, no tienen por qué sobrecargar el sistema político. La experiencia 
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muestra que, por el contrario, son capaces de producir outputs de modo eficiente. El 

modelo puede llegar a ser, además, normativamente aceptable, pues cuenta con 

potencial para actuar como transmutador entre el ciclo rutinario y el ciclo oficial del 

poder. Existen indicios, asimismo, que permiten confiar en su capacidad para promover 

la virtud cívica, es decir, para activar el deseo de participación en los asuntos comunes; 

para ampliar el horizonte de referencia de los ciudadanos; para fomentar, aun bajo 

condiciones específicas, no dejadas a la libre interacción entre los participantes, 

dinámicas deliberativas genuinas; y para dar encaje en el sistema político al tejido 

asociativo sin, por ello, generar estructuras de incentivos que desvirtúen la 

espontaneidad social o que fomenten la autonomización de las asociaciones respecto de 

sus bases sociales.  

 

Las encuestas deliberativas revelaron la importancia de la planificación o, de otro modo, 

la “artificialidad” de la deliberación. Junto con los casos del País Vasco y Navarra 

reseñados por Ibarra mostraron cuán relevante es, paradójicamente, el liderazgo; sin el 

cual la deliberación (espontánea) tiende a convertirse en caricatura de sí misma y la 

participación ciudadana, a volverse estéril. Los presupuestos participativos, por su parte, 

aludieron a la utilidad de complementar el ejercicio deliberativo con la actividad 

pedagógica consciente; y enseñaron que reduciendo los costes que el asociacionismo 

tiene, en sentido lato, para los ciudadanos, se puede implicar al tejido asociativo en los 

espacios de gobernanza y democracia local, sin caer con ello en dinámicas 

corporativistas. Son, a todas luces, lecciones insuficientes para concretar, de una vez por 

todas, la propuesta de Ibarra. Cómo integrar las diferentes experiencias en un mismo 

espacio, cómo diseñar institucionalmente cada uno de los mecanismos de participación 

ciudadana y cómo adaptarlos a los requisitos de cada sistema político son cuestiones, 

entre otras, que este trabajo no ha sabido responder. Constituyen retos a confrontar 

colectivamente, no objeciones con las que desechar de plano una propuesta que, en 

efecto, promete institucionalizar el horizonte normativo dibujado por el republicanismo 

moderno.  

 

 

 

 

 



 19 

 

Bibliografía 

 

Ackerman, Bruce and Fishkin, James S., 2004, Deliberation Day, New Haven & 

London: Yale University Press. 

Alexander, Jeffrey C., 1993, ‘The Return to Civil Society’, Contemporary Sociology, 

22: 6, 797 – 803. 

Anderson, Charles W., 1977, ‘Political Design and the Representation of Interests’, 

Comparative Political Studies, 10: 1, 127 – 152. 

Anduiza, Eva y Bosch, Agustí, 2004, Comportamiento Político y Electoral, Barcelona: 

Ariel. 

Arias Maldonado, Manuel, 2007, ‘La política en la teoría deliberativa. Notas sobre 

deliberación, decisión y conflicto’, Revista Española de Ciencia Política, 16, 37 – 

59.  

Bailyn, Bernard, 1967, The Ideological Origins of the American Revolution, 

Cambridge: Cambridge University Press. 

Baiocchi, Gianpaolo, 2001, ‘Participation, Activism, and Politics: The Porto Alegre 

Experiment and Deliberative Democratic Theory’, Politics & Society, 29: 1, 43 – 

72. 

Benedicto, Jorge y Morán, María Luz, 2002, La construcción de una ciudadanía activa 

entre los jóvenes, Madrid: Instituto de la Juventud. 

Blanco, Ismael y Gomà, Ricard (coords.), 2002, Gobiernos Locales y Redes 

Participativas, Barcelona: Ariel. 

Brodocz, André und Schaal, Gary S. (Hrsg.), 2006a, Politische Theorien der Gegenwart 

I, Opladen & Farmington Hills: Verlag Barbara Budrich. 

 2006a, Politische Theorien der Gegenwart II, Opladen & Farmington Hills: Verlag 

Barbara Budrich. 

Brugué, Quim; Font, Joan y Gomà, Ricard, 2003, ‘Participación y democracia: 

asociaciones y poder local’, en María Jesús Funes Rivas y Ramón Adell Argilés 

(coaut.), Movimientos sociales: cambio social y participación, Madrid: UNED.  

Chambers, Simone and Kopstein, Jeffrey, 2006, ‘Civil Society and the State’, in John S. 

Dryzek, Bonnie Honig and Anne Phillips (eds.), The Oxford Handbook of 

Political Theory, Oxford & New York: Oxford University Press, pp. 363 – 381. 



 20 

Cohen, Jean L. and Arato, Andrew, 1992, Civil Society and Political Theory, 

Combridge & London: The MIT Press. 

Cohen, Joshua and Fung, Archon, 2004, ‘Radical Democracy’, Swiss Political Science 

Review, 10: 4, 169 – 180. 

Dubiel, Helmut, 1994, ‘Metamorfosis de la sociedad civil: Autolimitación y 

modernización reflexiva’, Debats, 50, 109 – 123. 

Eder, Klaus, 2000, ‘Social Movement Organizations and the Democratic Order: 

Reorganizing the Social Basis of Political Citizenship in Complex Societies’, in 

Colin Crouch, Klaus Eder and Damian Tambini (eds.), Citizenship, Markets, and 

the State, Oxford: Oxford University Press, pp. 213 – 237. 

Edwards, Michael, 2004, Civil Society, Cambridge: Politiy Press. 

Giner, Salvador, 2006, Razón republicana, democracia y virtud cívica, conferencia 

dictada el 30 de mayo de 2006 en la Fundación Juan March, Madrid. 

Habermas, Jürgen, 1973, Problemas de legitimación en el capitalismo tardío. Cátedra: 

Madrid, 1999. 

 1981, Teoría de la acción comunicativa, II. Crítica de la razón funcionalista, 

Madrid: Taurus, 2003. 

 1992, Faktizität und Geltung. Beiträge zur Diskurstheorie des Rechts und des 

demokratischen Rechtsstaats, Frankfurt am Main: Suhrkamp, 1994 (4. Aufl.). 

― 1996, La inclusión del otro. Estudios de teoría política, Barcelona: Paidós, 1999. 

Hartz, Louis, 1955, The Liberal Tradition in America: An Interpretation of American 

Political Thought since the Revolution, New York, Harcourt.  

Honohan, Iseult, 2005, ‘Enfoques republicanos contemporáneos sobre la democracia y 

su potencial cosmopolita’, Isegoría, 33, 161 – 174. 

Ibarra Güell, Pedro, 2008, Relational Democracy, Reno: Center for Basque Studies, 

University of Nevada. 

 (ed.), 2010 (en prensa), Los procesos participativos y sus impactos: sostenibilidad, 

cultura política y género, Barcelona: Icaria. 

Inglehart, Ronald, 1997, Modernización y posmodernización. El cambio cultural, 

económico y político en 43 sociedades, Madrid: CIS y Siglo XXI, 1998. 

Keane, John, 1988, Democracia y sociedad civil, Madrid: Alianza, 1992. 



 21 

Lowndes, Vivien; Lawrence, Pratchett and Stoker, Gerry, 2001, ‘Trends in Public 

Participation: Part 1 – Local Government Perspectives’, Public Administration, 

79: 1, 205-222. 

Manin, Bernard, 2004, ‘Déliberation et discussion’, Swiss Political Science Review, 10: 

4, 180 – 192. 

Mendelberg, Tai, 2002, ‘The Deliberative Citizen: Theory and Evidence’, in Michael X. 

Delli Carpini, Leonie Huddy, and Robert Y. Shapiro (eds.), Political Decision 

Making, Deliberation and Participation: Research in Micropolitics, Volume 6, 

New York: Elsevier Science, pp. 151 – 193. 

Mill, John Stuart, 1859, On Liberty, London: Longmans, Green, and Co., 1865. 

Montero, José Ramón; Gunther, Richard y Torcal, Mariano, 1998, ‘Actitudes hacia la 

democracia en España: legitimidad, descontento y desafección’, Revista Española 

de Investigaciones Sociológicas, 83, 9 – 49. 

Ovejero Lucas, Félix, 2005, ‘Republicanismo: el lugar de la virtud’, Isegoría, 33, 99 – 

125. 

Ovejero, Félix; Martí, José Luis y Gargarella, Roberto, 2004, Nuevas ideas 

republicanas. Autogobierno y libertad, Barcelona: Paidós. 

Pettit, Philip, 1997, Republicanism, Oxford: Oxford University Press. 

Pocock, J.G.A., 1975, The Machiavellian Moment: Florentine Political Thought and the 

Atlantic Republic Tradition, Princeton: Princeton University Press. 

Rosa, Hartmut, 2006, ‘Die Politische Theorie des Kommunitarismus: Charles Taylor’, 

in André Brodocz und Gary S. Schaal (Hrsg.), Politische Theorien der Gegenwart 

I, Opladen & Farmington Hills: Verlag Barbara Budrich, pp. 65 – 98. 

Rivero, Ángel, 2005, ‘Republicanismo y neo-republicanismo’, Isegoría, 33, 5 – 17. 

Skinner, Quentin, 1998, Liberty before Liberalism, Cambridge: Cambridge University 

Press. 

Streeck, Wolfgang y Schmitter, Philippe C., 1985, ‘Comunidad, mercado, Estado ¿y 

asociaciones? La contribución posible del gobierno del interés al orden social’, en 

Rafael del Águila, José Antonio de Gabriel, Elena García Guitián, Ángel Rivero y 

Fernando Vallespín (eds.), La democracia en sus textos, Madrid: Alianza, 1998, 

pp. 471 – 502. 

The World Bank, 1996, The World Bank Participation Sourcebook, Washington: The 

International Bank for Reconstruction and Development/ The World Bank. 



 22 

Torcal, Mariano y Montero, José Ramón, 2006, Political Disaffection in Contemporary 

Democracies: Social Capital, Institutions and Politics, London: Routledge. 

Vallespín, Fernando, 1998, ‘El discurso de  la democracia radical’, en Rafael del 

Águila, José Antonio de Gabriel, Elena García Guitián, Ángel Rivero y Fernando 

Vallespín (eds.), La democracia en sus textos, Madrid: Alianza, pp. 157 – 173. 

Wood, Gordon S., 1969, The Creation of the American Republic, Chapel Hill: 

University of North Carolina Press. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 23 

 

Resumen 

El artículo se interroga acerca de las posibilidades de alcanzar arreglos institucionales, 

al menos en el “espacio de gobernanza y de democracia local”, que aproximen nuestras 

democracias liberales al horizonte normativo del republicanismo moderno. Un reciente 

trabajo de Pedro Ibarra Güell (2008) servirá de base para nuestras reflexiones. Se 

expondrán los dilemas a los que se enfrenta su propuesta de una “democracia 

relacional”, se precisarán las condiciones que ésta debe satisfacer y, a la luz de diversas 

observaciones empíricas, se juzgará su plausibilidad.  

 

Palabras clave 

Democracia relacional, republicanismo, gobernanza local, democracia deliberativa. 

 

Abstract 

The article tackles the possibilities of designing political institutions (at least at the 

local level) that manage to bring our liberal democracies closer to the ideals of modern 

republicanism. The recent work of Pedro Ibarra Güell (2008), who advances a model of 

“relational democracy”, will serve as the starting point for our discussion. The 

dilemmas faced by such a “relational democracy” will be highlighted. Second, the 

conditions to be fulfilled by such a political model will be specified so that, finally, its 

plausibility can be assessed by looking at diverse empirical data.  
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